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Resumen: 

Las sociedades cooperativas, como verdaderas instituciones socioeconómicas, tienen que hacer frente a las constantes transformaciones que de forma progresiva se producen en el mundo actual. El papel que pueden desarrollar las cooperativas en el diseño de la política de vivienda, puede llegar a ser determinante, toda vez que permite facilitar el acceso a aquellos sectores sociales con mayores problemas económicos, al reducirse el beneficio empresarial, adquiriéndola a un bajo coste. El objeto de la presente línea de investigación consiste en realizar un estudio detallado del régimen jurídico y evolución de las cooperativas de viviendas en el panorama jurídico gallego, para lo cual se partirá de un estudio comparativo con la legislación estatal y  autonómica, se analizará la evolución del movimiento cooperativo en el sector de la construcción en Galicia y se destacarán las peculiaridades de esta tipología de cooperativas en la normativa gallega.
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I. El papel de la vivienda y las sociedades cooperativas. 
La vivienda ha sido considerada, en la sociedad española, no sólo como uno de los bienes de inversión por excelencia, puesto que la mayor parte del patrimonio de un núcleo familiar va orientado a ella (se ha tendido a considerar el pago de un alquiler como una pérdida económica) sino que también, es un bien de consumo privilegiado por la propia Constitución, hasta el punto que se configura como uno de los derechos sociales recogidos en la Carta Magna (González Carrasco 2009).
El artículo 47 de la Constitución establece que “Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación.” 
Los poderes públicos pueden intervenir en el mercado inmobiliario en un sentido amplio no sólo en el de intervención en el mercado del suelo para evitar todo tipo de especulaciones excesivas, sino a través de otro tipo de regulaciones sectoriales capaces de proporcionar a los ciudadanos  especialmente a los sectores más desfavorecidos de la población, viviendas en condiciones dignas,  ya sea a través de diferentes modalidades de vivienda protegida, mecanismos de financiación, o intervención en técnicas de acceso al alquiler o a la propiedad de vivienda.

La normativa estatal y autonómica en materia de cooperativas y en concreto de cooperativas de viviendas, su adaptación a las nuevas necesidades y problemas surgidos en el sector inmobiliario, es uno de los ejemplos de intervención por parte de los poderes públicos a la hora de promover y de fomentar el derecho a una vivienda y a la vez, de dar cumplimiento al mandato constitucional contemplado en el artículo 129.2 a la hora de promover y fomentar, mediante una legislación adecuada, las sociedades cooperativas.

La sociedad cooperativa es una sociedad  mercantil con un marcado carácter social cuyo objeto es facilitar a sus socios determinados bienes o servicios al precio mínimo.  Y ello es posible, puesto que la sociedad cooperativa  se caracteriza por la ausencia de ánimo de lucro mercantil.
La diversidad de necesidades y aspiraciones de los socios, que conforman el objeto social o actividad cooperativizada de estas empresas, define una tipología muy variada. 
Dentro de esta amplia tipología, nos encontramos con las cooperativas de viviendas que  se configuran como una agrupación de personas que tienen como fin satisfacer sus necesidades de vivienda  participando en las distintas fases del desarrollo promocional.

En España, la Ley  27/1999 de 16 de julio, de Cooperativas, y en Galicia, la Ley 5/1998, de 18 de diciembre, define a las cooperativas de viviendas como  aquellas  que asocian  fundamentalmente a personas físicas – y en su caso a  determinadas personas jurídicas - que precisan alojamiento y/o locales para sí y  personas que con ellas convivan. Igualmente están dentro de sus fines el de la administración y arrendamiento de  viviendas  o anexos y  su rehabilitación.

Las cooperativas de viviendas son un sistema eficaz para facilitar el acceso a una vivienda a las personas que lo necesitan y que se unen para acceder a ella mediante la autopromoción, en las mejores condiciones de calidad y precio posibles.

El papel que pueden desenvolver las cooperativas de viviendas puede llegar a ser determinante, toda vez que permite  facilitar el acceso a la misma a aquellos sectores sociales con mayores problemas económicos, al reducirse el beneficio empresarial, adquiriéndola a precio de coste.

Igualmente, no se puede negar la importancia que el movimiento cooperativo podría llegar a tener en la consecución de objetivos sociales a través de la gestión del alquiler de viviendas de protección pública, facilitando el acceso a la vivienda a sectores más desprotegidos: jóvenes, inmigrantes, etc.

II. Evolución y tendencia de esta tipología de cooperativas.  

Como es sabido, suele situarse el nacimiento del movimiento cooperativo en la ciudad de Rochdale situada al noroeste de Manchester durante los siglos XVIII y XIX.
El movimiento cooperativo va a dar lugar a un tipo de organización encaminada a procurar la ayuda mutua de los destinatarios de una actividad económica (que puede tener un contenido muy variado: consumo, vivienda, crédito, explotación agrícola…). 

A lo largo de la segunda mitad del siglo XIX se va a ir formando en los ordenamientos jurídicos europeos un derecho específico de cooperativas. 

En España, el primer intento de legislar las cooperativas aparece en 1869, permitiéndolas actuar como una sociedad por acciones para que desarrollasen su actividad económica. 
El Código de Comercio de 1885 se ocupó en su exposición de motivos de las sociedades cooperativas para excluirlas por regla general de su ámbito de aplicación en tanto en cuanto como no es el afán de lucro el que impulsa lo que hace se ha dado en llamar movimiento Cooperativo no puede reputarse como mercantiles estas sociedades. La ausencia de un tratamiento específico de las cooperativas en el código de comercio hizo que quedarán sometidas durante largo tiempo a la legislación general de asociaciones constituida por la Ley de 30 junio 1887 cuyo contenido estaba encaminado fundamentalmente a asegurar el control público de aquellas equiparándolas a las asociaciones benéficas. La cooperativa aparece aquí despojada del carácter mercantil anteriormente adquirido. 
Ya en el siglo XX aparecen dos leyes fundamentales para el desarrollo del movimiento. La ley de Sindicatos Agrícolas (1906) que crea un marco jurídico favorable a las cooperativas; y la primera ley propiamente de cooperativas (1931).
La ley del año 1931 clasificaba las cooperativas en los siguientes grupos: cooperativas de consumidores, cooperativas de productores, cooperativas de crédito, de ahorro y de seguros y cooperativas mixtas e indeterminadas. Dentro de las cooperativas de consumidores se encontraban las cooperativas de viviendas. Dicha ley no dedicaba un capítulo específico, como si lo realiza la legislación actual, a las cooperativas de viviendas. 
Habría que esperar a la ley de 1942 -que definió de manera diferenciada siete clases de sociedades cooperativas – para poder contemplar a las cooperativas de viviendas como una tipología independiente. Dicho texto venía a regular un carácter muy particular de este tipo de cooperativas denominadas “protegidas” puesto que la ley vino a integrar  en éstas el espíritu y la filosofía de las constituidas según la anterior situación de casas baratas. Estas cooperativas según la ley se dedicarán a la construcción de casas exclusivamente para sus socios, a fin de proporcionarles un hogar digno, higiénico y económico. 

A partir de la Constitución de 1978 incide directamente sobre la materia, dedicándole su artículo 129.2 que declara que los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en una empresa y fomentarán mediante una legislación adecuada las sociedades cooperativas;  por otro lado,  la ordenación territorial del Estado que diseña el título VIII de la Constitución ha permitido a las Comunidades Autónomas a asumir en sus estatutos de autonomía competencia sobre cooperativas y mutualidades no integradas en la seguridad social.

La Comunidad Autónoma de Galicia asumió la competencia exclusiva en materia de cooperativas en virtud de la transferencia hecha por la Ley Orgánica 16/1995, de 27 de diciembre, ampliando la recogida en el artículo 28.7 del Estatuto de Autonomía de Galicia.

Fruto de ello ha sido la publicación de la Ley 5/1998, de 18 de diciembre, de cooperativas de Galicia, cuyos artículos 120 a 123 se encargan de regular las cooperativas de viviendas en Galicia. 

La vigente Ley estatal de Cooperativas regula esta tipología en sus artículos 129 a 132.

Como hemos visto, el cooperativismo de vivienda se ha desarrollado y crecido en España bajo la tutela y apoyo de la legislación estatal en materia de fomento a la construcción de viviendas para los sectores más desfavorecidos, desde disposiciones legales que van desde la ley de 12 junio 1911 sobre casas baratas hasta el real decreto ley 31/1978 de 31 octubre, aplicable a la construcción financiación, uso, conservación y aprovechamiento de las viviendas de protección oficial, aunque no es hasta la ley de 1931, como el resto de los tipos de cooperativas, cuando se regulan las cooperativas de viviendas con sustantividad propia.

En la actualidad la mayoría de las leyes de cooperativas han superado la finalidad tradicional de mera procura de viviendas para sus socios  y se concentran cada vez más en abarcar un mayor campo de actuación en actividades relacionadas con el suelo, la urbanización de terrenos, la parcelación…etc, con el fin de rentabilizar la iniciativa cooperativa. 

Asimismo, las cooperativas vienen demandando desde hace tiempo las modificaciones legislativas necesarias que les permitan de forma clara y contundente promover viviendas en régimen de alquiler, una modalidad que está siendo fomentada por los gobiernos de algunos países para reequilibrar un mercado que históricamente se ha decantado por la compraventa.

Si bien es cierto, como núcleo esencial de su actividad,  las cooperativas de viviendas tienen por objeto el de procurar alojamiento y/o locales para sus socios y las personas que con ellas convivan.

No obstante, la legislación cooperativa, tal y como se ha señalado, ha ido ampliando el elenco de actividades que pueden desarrollar los cooperativistas de viviendas, no solo ya desde un punto de vista objetivo sino también desde el punto de vista subjetivo, adaptándose a las necesidades de la sociedad y a las exigencias, en muchos casos, del mercado inmobiliario. 

Esta evolución de su objeto social será objeto de análisis en la presente investigación, así como el tratamiento que el legislador ha dado o tendría que abordar ante estas nuevas necesidades y planteamientos.    
III. Particularidades de las cooperativas de viviendas. 
Tanto la Ley estatal de Cooperativas como la Ley de Cooperativas de Galicia (y también el resto de las leyes autonómicas) contemplan de manera diferenciada esta tipología y dedican algunas disposiciones a regular algunas de sus particularidades. 

La mayoría de las legislaciones se centran en regular su objeto social, el estatuto de los socios, la transmisión de los derechos del socio, la necesidad de auditoria externa, etc.
En concreto, la normativa gallega regula expresamente en relación a las cooperativas de viviendas, -estableciendo determinadas singularidades respecto del régimen general- aspectos dedicados a los sujetos, objeto y ámbito (art 120), el régimen del socio (art 121), percepción de cantidades anticipadas en la construcción (art 122) y la auditoria externa (art 123). 

En el presente estudio se abordará también algunos de estos aspectos que particularizan el régimen de cooperativas de viviendas y que el legislador  ha querido regular o se ha visto obligado a contemplar por la especial naturaleza de esta actividad cooperativizada. 
Entre estos aspectos se encuentra también el debatido problema de la gestión de la cooperativa, puesto que con frecuencia, ni siquiera la iniciativa de constituir una cooperativa de viviendas parte realmente de los que se presentan como socios promotores o fundadores, sino de una empresa gestora de cooperativas de viviendas, interpuesta entre los adquirentes y aquellos que intervienen en la construcción y promoción.  
Al margen de las patologías que afectan a esta tipología, las sociedades cooperativas de viviendas se presentan como un instrumento eficaz para resolver problemas de  adquisición de una vivienda.  
En ocasiones tiende a subestimarse la importancia que tienen en Europa las sociedades cooperativas y no siempre se refleja adecuadamente su participación económica en los distintos sectores.
Aunque parece que la evolución de las sociedades cooperativas de viviendas está ligada a la vivienda protegida en nuestro país, las sociedades cooperativas pueden buscar fórmulas para ampliar su actuación dentro del sector inmobiliario, y articular también en otras parcelas lo que ya han conseguido como promotoras de viviendas en régimen de propiedad individual y sin confundir su actividad solo con la promoción de vivienda social.
El reto actual de las mismas pasa por su actuación como agentes urbanizadores, como promotoras de viviendas en alquiler, de viviendas para mayores, de viviendas de propiedad colectiva o cooperativa, etcétera.

Todos estos aspectos serán objeto de estudio en la presente investigación, que se realizará con especial observación de la normativa autonómica gallega, sin obviar su tratamiento y comparativa, en la medida de lo posible, con el resto de las normativas  autonómicas del Estado y teniendo muy presente la interpretación que los tribunales  están realizando de esta normativa. 
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